
 

 

DIRECCIÓN DE LITIGACIÓN ESTRATÉGICA CASACIÓN Y REVISIÓN  
 

Banco de Resoluciones en temas de Litigio Estratégico - 2023  
 

 JURISPRUDENCIA SENTENCIA No. 1989-17-EP/21  
 

TRIBUNAL Pleno de la Corte Constitucional, 03 de marzo de 2021. 

MATERIA Acción Extraordinaria de Protección (Constitucional, penal, abandono del recurso 
de apelación y vulneración del derecho al doble conforme). 

INTERVINO LA DEFENSORIA 
PUBLICA 

No aplica 

DATOS DEL DEFENSOR/A PUBLICO No aplica 

DERECHOS INVOLUCRADOS Derecho a recurrir, seguridad jurídica. 

BREVE RELACION DE LOS HECHOS  
El 28 de diciembre de 2016, la Fiscalía formuló cargos contra Víctor Augusto 
Cumbe Guallpa por el delito de abuso sexual, tipificado en el artículo 170 del 
Código Orgánico Integral Penal (COIP), y se dio inicio a la etapa de instrucción del 
proceso penal. 
 
El 17 de mayo de 2017, el Tribunal Primero de lo Penal del Cañar (“el Tribunal”), 
por decisión de mayoría, declaró culpable a Víctor Augusto Cumbe Guallpa por el 
delito incorporado como artículo innumerado al inicio del Capítulo II, del Título 
VIII, del Libro II del Código Penal y le impuso la pena de cuatro años de pena 
privativa de libertad. El 22 de mayo de 2017, el sentenciado interpuso recurso de 
apelación. 
 
El 21 de junio de 2017, la Corte Provincial de Justicia de Cañar (“la Corte 
Provincial”) declaró el abandono del recurso interpuesto por falta de 
comparecencia a la audiencia de fundamentación. El 22 de junio de 2017, Víctor 
Augusto Cumbe Guallpa solicitó revocar dicho auto. 
 
El 23 de junio de 2017, la Corte Provincial inadmitió una solicitud del sentenciado 
relativa a revocar el auto que declaró el abandono de la apelación. 
 
El 21 de julio de 2017, Víctor Augusto Cumbe Guallpa (“el accionante”) presentó 
acción extraordinaria de protección contra la sentencia emitida el 17 de mayo de 
2017 por el Tribunal y el auto expedido el 21 de junio de 2017 por la Corte 
Provincial. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO Constitución de la República del Ecuador:  

 Art. 11. 3 Principio a que los derechos son de directa e inmediata aplicación. 

Art. 11. 7 Principio de no exclusión de los derechos derivados de la dignidad. 

Art. 76.7.m Derecho a recurrir 

Art. 169. Sistema procesal como medio para la realización de la justicia. 
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Art. 246 Obligación de las instituciones a estar sujetas a la Constitución. 

Art. 417. Ratificación de los tratados internacionales. 

CONTEXTO SOCIAL Y ECONÓMICO 
DEL CASO 

Personas sentenciada por delito sexual y privada de su derecho a recurrir el fallo  

INSTANCIA PROCESAL EN LA QUE 
SE EMITE LA SENTENCIA  

Corte Constitucional del Ecuador 

INSTRUMENTO Y/O CRITERIO 
INTERNACIONAL INVOCADO 

 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 14 (5). 

 Convención Americana sobre Derechos Humanos, artículo 8 (2) (h). 

 Corte IDH, Caso Gorigoitía Vs. Argentina, Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2019. Serie C No. 
382, párrafo 48. 

 Corte IDH. Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 17 de noviembre de 2009. Serie C No. 206, párrafo 
90. 

ARGUMENTOS Y 
FUNDAMENTACIÓN DE LA CORTE 
CONSTITUCIONAL 

Análisis del caso 
 
 

b. Violación al derecho al doble conforme en materia penal 
 
27. Con relación al auto emitido por la Corte Provincial mediante el cual se declaró 
el abandono del recurso de apelación, la Corte advierte que en las pretensiones 
de la demanda se requiere “retrotraer el proceso hasta antes de la apelación”. A 
partir de esta circunstancia, puede inferirse la intención del accionante de que su 
recurso de apelación sea conocido, y que la obstaculización de ello a causa de la 
declaratoria de abandono, a su juicio, generaría una vulneración constitucional. 
 
28. El accionante no ha invocado este derecho. La ley faculta a los jueces y juezas 
a aplicar normas no invocadas por las partes, en aplicación del principio 
denominado iura novit curia y para mejor resolver: “La jueza o juez podrá aplicar 
una norma distinta a la invocada por los participantes en un proceso 
constitucional.” 
 
29. La Corte analizará, por considerar necesario para resolver el caso, si el auto de 
la Corte Provincial, al imposibilitar el conocimiento del recurso de apelación en el 
proceso penal, configura la vulneración del derecho al doble conforme en materia 
penal. 
 
30. Los instrumentos internacionales de derechos humanos reconocen el derecho 
al doble conforme en materia penal: “[t]oda persona declarada culpable de un 
delito tendrá derecho a que el fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto 
sean sometidos a un tribunal superior, conforme a lo prescrito por la ley”.1 
 
31. Igualmente, toda persona inculpada de delito tiene “derecho de recurrir del 
fallo ante juez o tribunal superior”. La Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(Corte IDH) ha precisado que “el medio de impugnación de la sentencia 
condenatoria… debe constituir un medio adecuado para procurar la corrección de 
una condena errónea”.2 

                                                      
1 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 14 (5). 
2 Corte IDH, Caso Gorigoitía Vs. Argentina, Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 



 

 

 
32. La Corte Constitucional ha entendido que “[a] pesar de que la Convención 
Americana no contempla a la garantía del doble conforme de forma expresa, la 
Corte IDH ha reconocido en jurisprudencia constante y reiterada el contenido 
específico del doble conforme en el ámbito penal”. Corte Constitucional del 
Ecuador. 3 
 
33. Asimismo, la Corte IDH determinó que “si bien los Estados tienen un margen 
de apreciación para regular el ejercicio de ese recurso, no pueden establecer 
restricciones o requisitos que infrinjan la esencia misma del derecho de recurrir del 
fallo”. En ese sentido, “es preciso tener en cuenta que el derecho al doble conforme 
no se garantiza con la mera posibilidad formal de plantear una impugnación a la 
sentencia condenatoria, sino que dicho recurso debe ser eficaz en el sentido de ser 
susceptible de permitir un análisis integral de la sentencia condenatoria 
impugnada”.4 
 
34. Los instrumentos internacionales de derechos humanos forman parte del 
sistema jurídico ecuatoriano y, según los artículos 11 (3) y 417 y 426 de la 
Constitución, son directamente aplicables. Por esta razón puede afirmarse que las 
“dos convenciones, interpretadas conjuntamente… están llamadas a modificar, al 
menos en el área de los recursos contra la sentencia… la base político-criminal del 
concepto de recurso en nuestro Derecho procesal penal”. 
 
35. El derecho al doble conforme en materia penal, por el sistema de fuentes de 
los derechos establecido en la Constitución, está reconocido en el sistema jurídico 
ecuatoriano, y constituye una garantía que tiene la persona condenada para que 
su sentencia condenatoria pueda ser confirmada en dos instancias judiciales. 
Además, esta garantía procesal permite proteger a las personas procesadas, 
limitar el poder punitivo y evitar la condena de personas inocentes o condenas 
desproporcionales al hecho delictivo. En consecuencia, la realización de este 
derecho, si fuere el caso, habilita y legitima la imposición de una pena estatal 
contra una persona. 
 
36. Al respecto, la Corte ha establecido que:  
 
[Tomando en cuenta que las disposiciones reconocidas en los tratados internacionales 
gozan de una jerarquía privilegiada conforme al artículo 424 de la Constitución y forman 
parte de nuestro bloque de constitucionalidad, esta Corte concluye que en materia penal la 
garantía del procesado de recurrir el fallo condenatorio implica el derecho al doble conforme 
(énfasis añadido).5 

 
37. Por consiguiente, puede afirmarse que el derecho que instrumenta el doble 
conforme en materia penal es el derecho a recurrir, que se encuentra previsto en 
la Constitución. Por el derecho a recurrir, la persona puede acceder a una instancia 
judicial superior para que conozca lo resuelto por el Tribunal Penal. 

                                                      
Sentencia de 2 de septiembre de 2019. Serie C No. 382, párrafo 48. 
3 Corte Constitucional del Ecuador. Sentencia No. 987-15-EP/20 de 18 de noviembre de 2020, párrafo 
45 
4 Corte Constitucional del Ecuador. Sentencia No. 987-15-EP/20 de 18 de noviembre de 2020, párrafo 
47. 
5 Corte Constitucional del Ecuador. Sentencia No. 987-15-EP/20 de 18 de noviembre de 2020, párrafo 
48. 



 

 

 
38. El titular del derecho al doble conforme en materia penal es la persona 
condenada. Al ser un derecho que se otorga al condenado, el doble conforme en 
materia penal depende de que sea ejercido por el titular del derecho. La persona 
procesada debe plantear el recurso para que, una instancia superior, ratifique o 
no la sentencia condenatoria. En caso de prescindirse de la interposición del 
recurso la condena quedaría firme. 
 
42. La institución del abandono permite viabilizar ciertos principios procesales 
establecidos en la Constitución, tales como la eficacia, la celeridad y la economía 
procesal. También puede ser entendida como una consecuencia por la falta de 
actuación de una parte procesal o por su negligencia. Sin embargo, su 
configuración debe respetar los límites impuestos por los derechos reconocidos 
en la Constitución y los instrumentos internacionales de derechos. 
 
43. Como ya advirtió la Corte Constitucional, “[s]i bien el derecho a recurrir puede 
estar sujeto a limitaciones, incluyendo la posibilidad de que la norma legal 
contemple situaciones en las cuales el recurso pueda considerarse abandonado, 
dicha regulación legal del derecho a recurrir no puede ser utilizada a efectos de 
restringir de forma injustificada el ejercicio del mismo”. Así, “resultaría razonable 
la aplicación de la figura del abandono a los casos en que éste se produzca por la 
voluntad expresa de las partes procesales o su propia negligencia”.6 
 
44. Para que la aplicación de este precepto no resulte violatoria del derecho al 
doble conforme en materia penal, el tribunal encargado de conocer la apelación 
debe agotar las posibilidades a su disposición, buscando que el recurso 
interpuesto sea estudiado y se asegure el cumplimiento de la finalidad para la que 
fue creado. 
 
45. Si la ausencia a la audiencia se produce por negligencia, sin debida justificación 
u otras causas imputables a la persona que ejerce la representación y la defensa, 
el juez o jueza podría designar un abogado o abogada de la Defensa Pública y hacer 
conocer el hecho a las autoridades disciplinarias competentes. Y, en el caso de que 
asuma un nuevo abogado o abogada defensor, deberá preverse que se cuente con 
el tiempo y los medios adecuados para preparar la defensa. En ese contexto, el 
tribunal podría señalar nuevo día y hora para que se realice la audiencia en la que 
se garantice la presencia de quien ejerce la defensa técnica de la persona 
procesada. 
 
46. Respecto a esto, la Corte Constitucional determinó que: 
 
Si bien es cierto que los tribunales tienen una serie de facultades a través de las cuales 
pueden ejercer un control dentro del proceso para velar por su regularidad, dicho control 
no puede equivaler a una restricción injustificada del derecho a la defensa de los 
intervinientes dentro del proceso, especialmente de quienes están siendo imputados de un 
delito.7 

 

                                                      
6 Corte Constitucional del Ecuador. Sentencia No. 987-15-EP/20 de 18 de noviembre de 2020, párrafo 
51. 
7 Corte Constitucional del Ecuador. Sentencia No. 987-15-EP/20 de 18 de noviembre de 2020, párrafo 
53. 



 

 

47. En ciertos casos debe atenderse las particulares circunstancias que pueden 
darse respecto al ejercicio de la defensa de los condenados en la fase de apelación. 
Si el abandono del recurso se debe a circunstancias ajenas a las del titular del 
derecho al doble conforme en materia penal, entonces se estaría sacrificando la 
justicia por la omisión de formalidades. La presencia del procesado se convertiría 
en una formalidad que obstaculiza el ejercicio de derechos. De manera que se 
vulneraría el principio constitucional que establece que “no se sacrificará la justicia 
por la sola omisión de formalidades”.8 
 
48. Una actuación judicial adecuada, respetuosa del doble conforme en materia 
penal, debería asegurarse que el abandono de la impugnación a una condena —
por parte del procesado— no sea el resultado de una defensa ineficaz. Es decir, 
para aplicar correctamente la regla del abandono, a la luz del doble conforme en 
materia penal, los jueces deben valorar de modo especial esa inactividad procesal 
que puede motivar el abandono. 
 
51. Como se desprende de la lectura de estas disposiciones, tanto el procesado 
como la persona que ejerce su defensa tienen derechos como sujetos procesales. 
Por esto, la convocatoria a la audiencia de apelación no está destinada solo a la 
defensa y a la fiscalía, sino también al procesado, quien, ante una condena, 
encuentra en la apelación la posibilidad de poner en marcha la revisión de una 
sentencia que supone la privación o restricción de su libertad. 
 
55. La Corte puede apreciar que la falta de comparecencia es ajena a la intención 
de la persona procesada, que puede deberse a la negligencia de las personas que 
ejercieron su defensa técnica y que pusieron en indefensión a la persona 
condenada. La declaración del abandono del recurso de apelación, según puede 
apreciar la Corte en el caso, ha impedido la realización del derecho al doble 
conforme en materia penal. 
 
56. La Corte Provincial, al haber aplicado en este caso el abandono por una 
omisión o negligencia de la persona que ha asumido la defensa, sin constatar que 
la ausencia es imputable a la persona procesada, vulneró el derecho al doble 
conforme en materia penal. 
 
c. El agotamiento de recursos como requisito para interponer la acción 
extraordinaria de protección 
 
57. Uno de los requisitos que la LOGJCC prevé para la interposición de la acción 
extraordinaria de protección es la “demostración de haber agotado los recursos 
ordinarios y extraordinarios, salvo que sean ineficaces o inadecuados o que la falta 
de interposición de estos recursos no fuera atribuible a la negligencia del titular 
del derecho constitucional vulnerado”. 
 
58. El caso se encuentra en el tercer supuesto normativo: la falta de interposición 
de recursos no es atribuible a la negligencia del titular del derecho constitucional 
vulnerado. El recurso de apelación no pudo ser agotado por razones médicas y 
laborales relacionadas con los patrocinadores del accionante (párrafo 52). Las 
circunstancias que impidieron el agotamiento efectivo del recurso son imputables 
únicamente a los abogados que ejercían la defensa. El accionante, al contrario, ha 

                                                      
8 Constitución, artículo 169 



 

 

demostrado su intención de que la sentencia sea revisada mediante el recurso de 
apelación (párrafo 54). 
 
59. Por estas razones, la falta de interposición del recurso, por haberse declarado 
abandonada la apelación, no es atribuible al titular del derecho constitucional 
vulnerado. 

MEDIDAS DE REPARACIÓN 
INTEGRAL ADOPTADAS 

 
Como medidas de reparación disponer: 
 
a. Dejar sin efecto el auto dictado el 21 de junio de 2017 por la Corte Provincial de 
Justicia de Cañar. 
 
b. Retrotraer el proceso hasta el momento anterior a la emisión del auto 
impugnado. 
 
c. Previo sorteo, otros jueces deberán convocar a la audiencia de fundamentación 
para conocer el recurso de apelación y dictar la decisión judicial correspondiente. 
 

FALLO Decisión 
 
En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de 
la Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional 
resuelve: 
 
1. Declarar que la decisión judicial dictada el 21 de junio de 2017 por la Corte 
Provincial de Justicia de Cañar vulneró el derecho al doble conforme en materia 
penal. 
 
2. Aceptar la acción extraordinaria de protección planteada por Víctor Augusto 
Cumbe Guallpa con relación al auto dictado el 21 de junio de 2017. 
 

VOTACIÓN POR LA QUE FUE 
ADOPTADA 

Pleno de la Corte Constitucional con seis votos a favor de los Jueces 
Constitucionales Karla Andrade Quevedo, Ramiro Ávila Santamaría, Agustín 
Grijalva Jiménez, Alí Lozada Prado, Daniela Salazar Marín y Hernán Salgado 
Pesantes; y, tres votos salvados de los Jueces Constitucionales Carmen Corral 
Ponce, Enrique Herrería Bonnet, Teresa Nuques Martínez. 

VOTOS CONCURRENTES O 
DISIDENTES: 

VOTO SALVADO 
Juezas Constitucionales Carmen Corral Ponce y Teresa Nuques Martínez 
 
1. En relación con la sentencia No. 1989-17-EP/21 expresamos nuestro respeto a 
los argumentos esgrimidos por el juez ponente y por quienes votaron a favor de 
éste. Sin embargo, nos permitimos disentir con el voto de mayoría, respecto al 
análisis realizado en torno a la demanda planteada por el señor Víctor Augusto 
Cumbe Guallpa, específicamente respecto al agotamiento de recursos como 
requisitos para interponer la acción extraordinaria de protección y la 
interpretación sobre el derecho al doble conforme, debido a los siguientes 
argumentos: 
 
De la revisión de la demanda se desprende que el accionante no agotó el recurso 
de apelación acorde a las reglas procesales que lo regulan; toda vez que no acudió, 
tanto él como sus abogados, a la audiencia de fundamentación del recurso de 
apelación, diligencia en la que precisamente se podían brindar los motivos 



 

 

respecto a su inconformidad con la decisión de primer nivel. El fallo de mayoría ha 
considerado que el accionante “(…) ha demostrado su intención de que la 
sentencia sea revisada mediante el recurso de apelación” ya que “(…) tomó todas 
las medidas que estuvieron a su alcance para que su sentencia sea revisada”; 
contraria a esta afirmación, este voto observa que el accionante no tomó todas las 
medidas que la ley determinaba para que su sentencia sea revisada, puesto que 
no acudió a la audiencia de fundamentación del recurso de apelación; por lo que, 
la decisión emitida por los jueces de la Sala de la Corte Provincial de Justicia del 
Cañar se ajustó al presupuesto legal contemplado en el artículo 652 numeral 8 del 
Código Orgánico Integral Penal, sin que esto se considere atentatorio a los 
derechos constitucionales alegados por el accionante. 
 
Por lo que, partir del supuesto de que en materia penal “el derecho a recurrir 
implica el derecho al doble conforme”, no solamente presupone confundir estas 
dos figuras, sino desconocer la forma en que se ha regulado la impugnación de 
decisiones judiciales en material (sic) penal, dentro del ordenamiento jurídico 
ecuatoriano. Esto, debido a que el derecho a recurrir implica necesariamente la 
verificación de ciertos requisitos, para que así el juez pueda entrar a conocer el 
fondo del recurso; sin que una falta de pronunciamiento sobre el fondo implique 
automáticamente una vulneración de este derecho. Consecuentemente, mal 
podría equipararse el derecho a recurrir con el doble conforme, dado que este 
último exige efectivamente un pronunciamiento sobre el fondo del recurso, esto 
es, requiere que el juez entre a revisar la decisión judicial impugnada. 
 
En atención a lo manifestado, en el presente asunto no se ha vulnerado el derecho 
a recurrir, y mucho menos el derecho al doble conforme, debido a que el 
accionante no cumplió con los requisitos legales determinados para que un 
tribunal superior revise la sentencia de primer nivel de manera integral y se 
pronuncie sobre el fondo del asunto, esto era acudir a la audiencia de 
fundamentación del recurso de apelación; por lo que, el no obtener un 
pronunciamiento de fondo que confirme o revea la sentencia de primer nivel, se 
generó en atención a la negligencia del accionante y sus patrocinadores. 
 
 

OTROS DATOS DE INTERÉS: LINK 
DE LA CORTE CONSITUTIONAL 

http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/e2NhcnBld
GE6J3RyYW1pdGUnLCB1dWlkOidkNGVmYWI4MC05ODlkLTRlODQtYTRkNC1iZD
M2Yzc0Mjc4YjIucGRmJ30=  
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